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TEMA	1.‐	LOS	DERECHOS	Y	DEBERES	FUNDAMENTALES
EN	LA	CONSTITUCIÓN:	DERECHOS	Y	LIBERTADES.

INTRODUCCIÓN

Tras	las	Elecciones	Generales	del	15	de	junio	de	1977,	el	Congreso	de	los	Diputados	ejerció	la	iniciativa
constitucional	que	le	otorgaba	el	art.	3º	de	la	Ley	para	la	Reforma	Política	y,	en	la	sesión	de	26	de	julio	de
1977,	el	Pleno	aprobó	una	moción	redactada	por	todos	los	Grupos	Parlamentarios	y	la	Mesa	por	la	que	se
creaba	una	Comisión	Constitucional	con	el	encargo	de	redactar	un	proyecto	de	Constitución.

Una	vez	cerrado	el	texto	de	la	Constitución	por	las	Cortes	Generales	el	31	de	octubre	de	1978,	mediante	Real
Decreto	2550/1978	se	convocó	el	Referéndum	para	la	aprobación	del	Proyecto	de	Constitución,	que	tuvo
lugar	el	6	de	diciembre	siguiente.	Se	llevó	a	cabo	de	acuerdo	con	lo	prevenido	en	el	Real	Decreto	2120/1978.
El	Proyecto	fue	aprobado	por	el	87,78%	de	votantes	que	representaban	el	58,97%	del	censo	electoral.

Su	Majestad	el	Rey	sancionó	la	Constitución	durante	la	solemne	sesión	conjunta	del	Congreso	de	los	Diputa‐
dos	y	del	Senado,	celebrada	en	el	Palacio	de	las	Cortes	el	miércoles	27	de	diciembre	de	1978.	El	BOE	publicó
la	Constitución	el	29	de	diciembre	de	1978,	que	entró	en	vigor	con	la	misma	fecha.	Ese	mismo	día	se	publica‐
ron,	también,	las	versiones	en	las	restantes	lenguas	de	España.

A	lo	largo	de	su	vigencia	ha	tenido	dos	reformas:

‐En	1992,	que	consistió	en	añadir	el	inciso	"y	pasivo"	en	el	artículo	13.2,	referido	al	derecho	de	sufragio
en	las	elecciones	municipales.

‐En	2011,	que	consistió	en	sustituir	íntegramente	el	artículo	135	para	establecer	constitucionalmente
el	principio	de	estabilidad	presupuestaria,	como	consecuencia	de	la	crisis	económica	y	financiera.

1.‐	ANTECEDENTES,	ESTRUCTURA	Y	CONTENIDO

1.1.‐	ANTECEDENTES

Las	múltiples	 influencias	de	una	Constitución	derivada	como	 la	española	de	1978	‐además	de	aquellas
recibidas	del	constitucionalismo	histórico	español‐	hay	que	buscarlas	preferentemente	dentro	de	las	nuevas
corrientes	europeas	que	aparecen	después	de	la	Segunda	Guerra	Mundial,	y	en	tal	sentido	ha	recibido	claras
influencias	de	otros	textos	constitucionales	europeos,	así	como	de	diferentes	Tratados	de	Derecho	Interna‐
cional:

•	De	 la	Constitución	 italiana	de	1947	habría	que	destacar	 la	 configuración	del	poder	 judicial	 y	 sus
órganos	de	gobierno,	o	los	antecedentes	del	Estado	Regional	Italiano.
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TEMA	2.‐	EL	AYUNTAMIENTO.	ÓRGANOS	DE	GOBIERNO.
COMPETENCIAS	MUNICIPALES.

1.‐	EL	AYUNTAMIENTO

1.1.‐	INTRODUCCIÓN

“Municipio”	deriva	del	vocablo	latino	"municipium",	nombre	que	daban	los	romanos	a	entes	con	personali‐
dad	 jurídica	 independiente,	 leyes	propias,	y	patrimonio	distinto	de	 los	habitantes	que	 la	conformaban,
derivados	de	la	práctica	de	someter	a	los	pueblos	conquistados,	pero	manteniendo	la	organización	interna
de	sus	ciudades,	con	una	doble	estructura	administrativa:	las	autoridades	romanas	y	las	de	carácter	local.

Desde	época	romana	el	municipio	ya	poseía	una	organización	popular.	Era	el	pueblo,	congregado	en	asam‐
blea,	quien	designaba	a	sus	representantes	y	gestores.	La	lex	lulia	municipalis	(45	a.	de	J.C.)	reguló	la	organi‐
zación	municipal	romana.

A	pesar	de	la	invasión	de	los	bárbaros	y	del	establecimiento	del	imperio	visigótico,	la	institución	del	munici‐
pio	no	pudo	ser	destruida,	sobreviviendo	a	su	vez	a	la	invasión	árabe	y	transformándose	y	engrandeciéndose
durante	las	luchas	de	la	Reconquista.	Pero	sus	notas	caracterizadoras	ya	no	serán	las	del	municipio	anterior
a	la	invasión	musulmana.

En	la	Edad	Media	el	municipio	clásico	no	fue	una	institución	puramente	administrativa,	como	en	Roma,	sino
un	verdadero	organismo	político	con	leyes	propias	(fueros),	que	aplicaban	las	autoridades	con	independen‐
cia	y	hasta	con	fuerza	militar	(milicias).	El	único	límite	a	la	soberanía	de	aquellas	repúblicas	federales	era
el	reconocimiento	de	la	autoridad	del	Rey.	

Pero	ya	en	el	siglo	XIV	se	advierte	la	decadencia	de	los	municipios,	siendo	la	Constitución	de	1812	el	punto
de	partida	del	moderno	municipio	español.

Urbanísticamente,	a	principios	del	siglo	XIX	aún	persistía	en	Europa	el		sistema	de	ciudad	medieval	aislada
por	la	muralla.	La	tendencia	progresiva	a	la	concentración	de	la	población	obliga	a	buscar	mayores	espacios
para	su	desarrollo	físico	y	económico.	Éstas	necesidades	impulsan	las	primeras	leyes	urbanísticas	españolas,
que	son	de	ensanche:	Planes	de	Ensanche	de	Madrid	y	Barcelona	(1860),	Ley	de	Ensanche	(1864),	y	Regla‐
mento	de	la	Ley	de	Ensanche	(1867).

El	siglo	XIX	comienza	marcado	por	otro	cambio	revolucionario	propio	que	fue	la	Constitución	y	las	Cortes
de	Cádiz	(1812),	cuyos	postulados	liberales	incorporan	el	carácter	electivo	y	democrático	de	los	Ayuntamien‐
tos.	Fue	la	misma	Constitución	que	creó	a	los	Secretarios	de	Ayuntamiento.	El	sistema	parecía	eficiente	pero
este	siglo	se	caracterizó	en	nuestro	país	por	la	alternancia	en	el	poder	y	el	predominio	del	modelo	centraliza‐
do	o	descentralizado	según	el	partido	político	gobernante.
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TEMA	3.‐	LEY	ORGÁNICA	3/2007,	PARA	LA	IGUALDAD	EFECTIVA	DE	MUJERES
Y	HOMBRES:	EL	PRINCIPIO	DE	IGUALDAD	Y	LA	TUTELA	CONTRA	LA	DISCRIMINA‐

CIÓN.	EL	PRINCIPIO	DE	IGUALDAD	EN	EL	EMPLEO	PÚBLICO.	LEY	ORGÁNICA
1/2004,	DE	MEDIDAS	DE	PROTECCIÓN	INTEGRAL	CONTRA	LA	VIOLENCIA

DE	GÉNERO:	DERECHOS	DE	LAS	MUJERES	VÍCTIMAS	DE	VIOLENCIA
DE	GÉNERO.	TUTELA	INSTITUCIONAL.

1.‐	LA	IGUALDAD	DE	GÉNERO

1.1.‐	INTRODUCCIÓN

El	artículo	14	de	la	Constitución	española	proclama	el	derecho	a	la	igualdad	y	a	la	no	discriminación	por
razón	de	sexo.	Por	su	parte,	el	artículo	9.2	consagra	la	obligación	de	los	poderes	públicos	de	promover	las
condiciones	para	que	la	igualdad	del	individuo	y	de	los	grupos	en	que	se	integra	sean	reales	y	efectivas.

La	 igualdad	entre	mujeres	y	hombres	es	un	principio	 jurídico	universal	 reconocido	en	diversos	 textos
internacionales	sobre	derechos	humanos,	entre	los	que	destaca	la	Convención	sobre	la	eliminación	de	todas
las	formas	de	discriminación	contra	la	mujer,	aprobada	por	la	Asamblea	General	de	Naciones	Unidas	en
diciembre	de	1979	y	ratificada	por	España	en	1983.	En	este	mismo	ámbito	procede	evocar	los	avances
introducidos	por	conferencias	mundiales	monográficas,	como	la	de	Nairobi	de	1985	y	Beijing	de	1995.

La	igualdad	es,	asimismo,	un	principio	fundamental	en	la	Unión	Europea.	Desde	la	entrada	en	vigor	del
Tratado	de	Ámsterdam,	el	1	de	mayo	de	1999,	la	igualdad	entre	mujeres	y	hombres	y	la	eliminación	de	las
desigualdades	entre	unas	y	otros	son	un	objetivo	que	debe	integrarse	en	todas	las	políticas	y	acciones	de	la
Unión	y	de	sus	miembros.

Con	amparo	en	el	antiguo	art.	111	del	Tratado	de	Roma,	se	ha	desarrollado	un	acervo	comunitario	sobre
igualdad	de	sexos	de	gran	amplitud	e	importante	calado,	a	cuya	adecuada	transposición	se	dirige,	en	buena
medida,	la	Ley	Orgánica	3/2007.	En	particular,	esta	Ley	incorpora	al	ordenamiento	español	dos	directivas
en	materia	de	 igualdad	de	 trato,	 la	2002/73/CE,	de	 reforma	de	 la	Directiva	76/207/CEE,	 relativa	 a	 la
aplicación	del	principio	de	igualdad	de	trato	entre	hombres	y	mujeres	en	lo	que	se	refiere	al	acceso	al	empleo,
a	la	formación	y	a	la	promoción	profesionales,	y	a	las	condiciones	de	trabajo;	y	la	Directiva	2004/113/CE,
sobre	aplicación	del	principio	de	igualdad	de	trato	entre	hombres	y	mujeres	en	el	acceso	a	bienes	y	servicios
y	su	suministro.

El	pleno	reconocimiento	de	la	igualdad	formal	ante	la	ley,	aun	habiendo	comportado,	sin	duda,	un	paso
decisivo,	ha	resultado	ser	insuficiente.	La	violencia	de	género,	la	discriminación	salarial,	la	discriminación
en	las	pensiones	de	viudedad,	el	mayor	desempleo	femenino,	la	todavía	escasa	presencia	de	las	mujeres	en
puestos	de	responsabilidad	política,	social,	cultural	y	económica,	o	los	problemas	de	conciliación	entre	la	vida
personal,	laboral	y	familiar	muestran	cómo	la	igualdad	plena,	efectiva,	entre	mujeres	y	hombres,	aquella
«perfecta	igualdad	que	no	admitiera	poder	ni	privilegio	para	unos	ni	incapacidad	para	otros»,	en	palabras
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TEMA	4.‐	LEY	31/1995,	DE	PREVENCIÓN	DE
RIESGOS	LABORALES:	DERECHOS	Y	OBLIGACIONES.

INTRODUCCIÓN

El	artículo	40.2	de	la	Constitución	Española	encomienda	a	los	poderes	públicos,	como	uno	de	los	principios
rectores	de	 la	política	social	y	económica,	velar	por	 la	seguridad	e	higiene	en	el	 trabajo.	Este	mandato
constitucional	conlleva	la	necesidad	de	desarrollar	una	política	de	protección	de	la	salud	de	los	trabajadores
mediante	 la	prevención	de	 los	riesgos	derivados	de	su	trabajo	y	encuentra	en	 la	Ley	de	Prevención	de
Riesgos	Laborales	su	pilar	fundamental.	En	la	misma	se	configura	el	marco	general	en	el	que	habrán	de
desarrollarse	las	distintas	acciones	preventivas,	en	coherencia	con	las	decisiones	de	la	Unión	Europea	que
ha	expresado	su	ambición	de	mejorar	progresivamente	 las	 condiciones	de	 trabajo	y	de	 conseguir	este
objetivo	de	progreso	con	una	armonización	paulatina	de	esas	condiciones	en	los	diferentes	países	europeos.

De	 la	presencia	de	España	en	 la	Unión	Europea	se	deriva,	por	consiguiente,	 la	necesidad	de	armonizar
nuestra	política	con	la	naciente	política	comunitaria	en	esta	materia,	preocupada,	cada	vez	en	mayor	medida,
por	el	estudio	y	tratamiento	de	la	prevención	de	los	riesgos	derivados	del	trabajo.	Buena	prueba	de	ello	fue
la	modificación	del	Tratado	constitutivo	de	la	Comunidad	Económica	Europea	por	la	llamada	Acta	Única,	a
tenor	de	cuyo	artículo	118	A)	los	Estados	miembros	vienen,	desde	su	entrada	en	vigor,	promoviendo	la
mejora	del	medio	de	trabajo	para	conseguir	el	objetivo	antes	citado	de	armonización	en	el	progreso	de	las
condiciones	de	seguridad	y	salud	de	los	trabajadores.	Este	objetivo	se	ha	visto	reforzado	en	el	Tratado	de
la	Unión	Europea	mediante	el	procedimiento	que	en	el	mismo	se	contempla	para	la	adopción,	a	través	de
Directivas,	de	disposiciones	mínimas	que	habrán	de	aplicarse	progresivamente.

Consecuencia	de	todo	ello	ha	sido	la	creación	de	un	acervo	jurídico	europeo	sobre	protección	de	la	salud	de
los	 trabajadores	 en	 el	 trabajo.	De	 las	Directivas	que	 lo	 configuran,	 la	más	 significativa	 es,	 sin	duda,	 la
89/391/CEE,	relativa	a	la	aplicación	de	las	medidas	para	promover	la	mejora	de	la	seguridad	y	de	la	salud
de	 los	 trabajadores	en	el	 trabajo,	que	contiene	el	marco	 jurídico	general	en	el	que	opera	 la	política	de
prevención	comunitaria.

La	Ley	31/1995,	de	8	de	noviembre,	de	Prevención	de	Riesgos	Laborales	(en	adelante	LPRL)	transpone	al
Derecho	español	 la	citada	Directiva,	al	tiempo	que	incorpora	al	que	será	nuestro	cuerpo	básico	en	esta
materia	disposiciones	de	otras	Directivas	cuya	materia	exige	o	aconseja	la	transposición	en	una	norma	de
rango	legal,	como	son	las	Directivas	92/85/CEE,	94/33/CEE	y	91/383/CEE,	relativas	a	la	protección	de	la
maternidad	y	de	los	jóvenes	y	al	tratamiento	de	las	relaciones	de	trabajo	temporales,	de	duración	determina‐
da	y	en	empresas	de	trabajo	temporal.	Así	pues,	el	mandato	constitucional	contenido	en	el	artículo	40.2	de
nuestra	ley	de	leyes	y	la	comunidad	jurídica	establecida	por	la	Unión	Europea	en	esta	materia	configuran	el
soporte	básico	en	que	se	asienta	la	LPRL.	Junto	a	ello,	 los	compromisos	contraídos	con	la	Organización
Internacional	del	Trabajo	a	partir	de	la	ratificación	del	Convenio	155,	sobre	seguridad	y	salud	de	los	trabaja‐
dores	y	medio	ambiente	de	trabajo,	enriquecen	el	contenido	del	texto	legal	al	incorporar	sus	prescripciones
y	darles	el	rango	legal	adecuado	dentro	de	nuestro	sistema	jurídico.
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TEMA	5.‐	NORMAS	REGULADORAS	DEL	PRECIO	POR	PRESTACIÓN	DE
SERVICIOS	Y	ALQUILER	DE	INSTALACIONES	DEPORTIVAS	MUNICIPALES.

INTRODUCCIÓN

Las Normas Reguladoras del precio público por prest ación de servicios y alquiler de Instalaciones Deporti-
vas municipales de Murcia tienen las siguientes disposiciones:

PRIMERA.- OBJETO.
SEGUNDA.- OBLIGACIÓN DE PAGO.
TERCERA.-ACTIVIDADES NO SUJETAS A LA OBLIGACIÓN DE PAGO.
CUARTA.- CUANTÍA DE LA OBLIGACIÓN DE PAGO.
QUINTA.-COBRO DE LAS OBLIGACIONES.
SEXTA.- DEVOLUCIÓN DE PRECIOS PÚBLICOS O CANJEO DE ESPACIOS DEPORTIVOS.
SÉPTIMA.- DERECHOS QUE COMPORTA LA CONDICIÓN DE USUARIO DE INSTALACIONES DEPORTIVAS
MUNICIPALES.
OCTAVA.- USOS ESPECIALES DE ESPACIOS DEPORTIVOS.
NOVENA.- INTERPRETACIÓN DE LAS NORMAS REGULADORAS.
DÉCIMA.- CUOTA DE INSCRIPCIÓN A LA ACTIVIDAD.

PRIMERA.- OBJETO

Constituye el objeto del presente precio público la utilización de las Instalaciones Deportivas Municipa-
les, ya sea en régimen de abonado, alquiler de forma circunstancial o mediante reserva permanente de
los espacios deportivos destinados a tales fines. También, la participación como usuarios de programas
de actividades deportivas.

Se entiende por espacio deportivo, dentro del conjunto de cada Instalación Deportiva, los referidos a
pistas, campos de deporte, salas, aulas o calles de piscinas.

SEGUNDA.- OBLIGACIÓN DE PAGO.

Quedan obligados al pago del precio público correspondiente todas las personas, físicas o jurídicas (en
adelante usuarios), que voluntariamente y previa la correspondiente solicitud formalizada en las Oficinas
de Inscripciones, Conserjerías de Instalaciones Deportivas o Registro Público municipal, según proceda,
reserven y se les adjudique una plaza para la práctica de actividades deportivas, o se les otorgue el uso
de un espacio deportivo determinado.

TERCERA.-ACTIVIDADES NO SUJETAS A LA OBLIGACIÓN DE PAGO.

Las competiciones deportivas federadas o del ámbito de clubes deportivos del municipio con reserva en
Instalaciones Deportivas Municipales de Murcia, previas las autorizaciones de uso pertinentes, no están
sujetas a la obligación de pago.



www.temariosenpdf.es Tema 6 - Pág. 1

TEMA	6.‐	CONOCIMIENTOS	BÁSICOS	DE	ELECTRICIDAD,	FONTANERÍA,
CARPINTERÍA,	ALBAÑILERÍA,	PAVIMENTOS	Y	EQUIPAMIENTOS
DEPORTIVOS	APLICABLES	A	INSTALACIONES	DEPORTIVAS.

1.‐	CONOCIMIENTOS	BÁSICOS	DE	ELECTRICIDAD

1.1.- GENERALIDADES Y CONCEPTOS BÁSICOS

• Naturaleza del fenómeno eléctrico

Todos los cuerpos están constituidos por pequeños corpúsculos denominados átomos. Cada sustancia tiene
un tipo de átomo distinta de todas las demás, pero la estructura de todos los átomos es similar. Están
compuestos por unos elementos más pequeños: electrones, protones y neutrones. Los protones tienen carga
eléctrica positiva, los neutrones no tiene carga eléctrica y los electrones tienen carga eléctrica negativa. Los
protones y neutrones se agrupan en el núcleo. Los electrones, por su parte, están en continuo movimiento
alrededor del núcleo describiendo unas órbitas determinadas.

Los electrones pueden ser arrancados de sus órbitas si se aplican fuerzas eléctricas o magnéticas de suficien-
te intensidad. Si arrancamos gran cantidad de electrones y los movemos de un lado a otro estamos creando
una corriente eléctrica, para moverlos hemos de aplicar una energía, gastarla.

• Conceptos básicos

-Corriente eléctrica. Flujo de carga eléctrica que pasa por un cuerpo conductor; su unidad de medida es
el amperio.

-Corriente eléctrica alterna. El flujo de corriente en un circuito es llamado alterno si varía periódicamen-
te de dirección. Se denota como corriente A.C. (Altern current) o C.A. (Corriente alterna).

-Corriente eléctrica continua. El flujo de corriente en un circuito es llamado continuo si se produce
siempre en una dirección. Se le denomina corriente D.C. (Direct current) o C.C. (Corriente continua).

-Circuito eléctrico. Conjunto de elementos del circuito conectados en una disposición tal que conforman
un sistema para mover cargas eléctricas a lo largo de trayectorias cerradas.

-Electricidad. Fenómeno físico resultado de la existencia de cargas eléctricas y de la interacción de ellas.

-Instalación eléctrica. Conjunto de aparatos y circuitos asociados, en previsión de un fin particular:
producción, conversión, transformación, distribución o utilización de la energía eléctrica.

-Panel de distribución. Registro compuesto por un interruptor diferencial, así como los dispositivos de
protección contra cortocircuitos y sobrecarga de cada uno de los circuitos que parten de dicho cuadro.




